
 

1 

 

“Decenio de la Igualdad de Oportunidades para Mujeres y Hombres” 
“Año del Fortalecimiento de la Soberanía Nacional” 
“Año del Bicentenario del Congreso de la República”  

 
 

 
 Lima, 18 de julio del 2022 
 
 
OFICIO Nº 0196-2022-DP 
 

Señor 
Aníbal Torres Vásquez 
Presidente del Consejo de Ministros 
Presidencia del Consejo de Ministros 
Presente. - 
 
 
De mi mayor consideración: 
 

Es grato dirigirme a usted para saludarlo cordialmente y expresarle 
nuestra preocupación institucional y rechazo frente al anuncio del Poder 
Ejecutivo de presentar un proyecto de ley que pretendería modificar la 
responsabilidad penal de adolescentes para tratarlos como adultos, con la 
finalidad de luchar contra la inseguridad ciudadana. 
 

Sobre el particular, es importante recordar que el artículo I del Título 
Preliminar del Código de Responsabilidad Penal de Adolescentes1 establece que 
el/la adolescente entre catorce (14) y menos de dieciocho (18) años de edad, es 
sujeto de derechos y obligaciones, y responde por la comisión de una infracción 
en virtud de una responsabilidad penal especial, considerándose para ello su 
edad y características personales. Es decir, los/as adolescentes sí tienen 
responsabilidad pero esta se define en un sistema especial y distinto al de los 
adultos por tratarse de personas en situación de vulnerabilidad, que se 
encuentran en pleno proceso de desarrollo.  
 

No obstante, en los últimos años se han presentado diversos proyectos 
de ley en distintas legislaturas, con el objetivo de que los adolescentes que 
cometan hechos criminales graves sean procesados y sancionados con mayor 
rigor dentro del sistema penal para adultos. Sobre ello, la Defensoría del Pueblo 
emitió opinión técnica2, señalando que esta reforma legal no sería posible, 
porque se estaría desconociendo el ordenamiento jurídico nacional e 
internacional y, sobre todo, las obligaciones que el Estado peruano ha asumido 
al ratificar la Convención sobre los Derechos del Niño.  
 

En ese contexto, es preciso señalar que el artículo 1° de la Convención 
sobre los Derechos del Niño3 considera “niño” a todo ser humano menor de 

                                                 
1 Aprobado mediante Decreto Legislativo Nº 1348 de fecha 07 de enero del 2017. 
2 Informe de Adjuntía N.° 001-2013-ANA/DP, titulado “Análisis de la propuesta de reducir la edad de 

imputabilidad penal contenida en los proyectos de ley N° 1024/2011-CR, 1107/2011-CR, 1113/2011-CR, 
1590/2012-CR y 1860/2012-CR”. 
3 Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en su Resolución 44/25, del 20 de 

noviembre de 1989. Para el Perú: aprobada mediante Resolución Legislativa N° 25278, de fecha 3 de agosto 
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dieciocho años de edad. Esta definición es importante, porque a partir de ella 
se establece un sistema especial de derechos, deberes y garantías a favor de 
todas las personas menores de 18 años de edad.   
 

Dicho sistema responde a que la necesidad de proteger a los niños, niñas 
y adolescentes no se justifica en una presunta incapacidad de estos, sino en el 
proceso de desarrollo biológico y social inherente a todo ser humano. En ese 
sentido, el sistema de responsabilidad penal juvenil se configura en este sistema 
especial de derechos, deberes y garantías a favor de la niñez y adolescencia.  
 

Por tanto, el sistema de responsabilidad juvenil debe ser aplicado a todas 

las personas menores de 18 años de edad, en tanto se encuentran en proceso 
de formación física y psicológica, conforme lo ha señalado el Comité sobre los 
Derechos del Niño en su Observación General N° 10 sobre los derechos del niño 
en la justicia de menores (2007), al precisar que «toda persona menor de 18 años 
en el momento de la presunta comisión de un delito debe recibir un trato 
conforme a las normas de la justicia de menores» 4. 
 

Del mismo modo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a 
través de su informe sobre “Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las 
Américas”, manifestó su extrema preocupación porque en varios Estados 
miembros de la Convención Americana de Derechos Humanos, se someta a 
personas menores de 18 años al sistema ordinario de justicia penal, negando 
su condición de menor de edad.5   
 

En esa línea, cualquier propuesta legislativa que busque modificar la 
responsabilidad penal especial que tiene las/os personas adolescentes, estaría 
vulnerando los derechos de personas menores de edad que incurren en hechos 
con relevancia penal e impidiendo que reciban un trato conforme a su grado de 
desarrollo. Respecto a este punto, es necesario y obligatorio tener en cuenta las 
recomendaciones que el Comité de los Derechos del Niño hizo puntualmente al 
Perú6, a fin de que adapte totalmente su sistema de justicia juvenil a la 
Convención y a otras normas pertinentes7.  
 

Ahora bien, es importante mencionar que en países como el nuestro, el 
sistema penal es esencialmente represivo, lo que permite reafirmar la 
inviabilidad de la propuesta anunciada, por cuanto el sistema penal debe ser 

                                                 
de 1990. Instrumento de ratificación del 14 de agosto de 1990, depositado el 4 de septiembre de 1990. Fecha 
de entrada en vigencia: 4 de octubre de 1990. De conformidad con el artículo 55° de la Constitución Política 

de 1993, los tratados celebrados por el Estado y en vigor forman parte del derecho nacional. 
4 Comité de los Derechos del Niño. Observación General N° 10 sobre los derechos del niño en la justicia de 
menores (2007). Párrafo 37.  
5 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. “Justicia Juvenil y Derechos Humanos en las Américas” 

(2011). Párrafo 43. 
6 A través de sus Observaciones finales sobre los informes periódicos cuarto y quinto combinados del Perú del 
año 2016 
7 Recomendó lo siguiente: a) Promover siempre que sea posible medidas extrajudiciales y alternativas al 
encarcelamiento, como la libertad vigilada, la mediación, la asistencia psicológica o el servicio a la comunidad, 
y asegurarse de que el encarcelamiento se utilice como último recurso y durante el período más breve posible. 

b) En los casos en que sea inevitable el encarcelamiento, garantizar que las condiciones de la reclusión se 
ajusten a las normas internacionales, particularmente, en lo concerniente a la protección contra la 

violencia, y que se disponga de un espacio adecuado de alojamiento y acceso a servicios de alimentación, 
educación y atención de la salud y a mecanismos de presentación de quejas que sean independientes y 
adaptados a los niños.  

c) Establecer una base de datos general sobre los niños en conflicto con la ley con miras a facilitar el 

análisis de su situación y utilizar los resultados para mejorar el sistema de justicia juvenil. 
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utilizado siempre como última ratio y, con mayor énfasis, en el ámbito de la 
niñez y adolescencia pero sobre todo debe buscar que toda medida adoptada 
para luchar contra la inseguridad ciudadana sea distinta a la de los adultos. 
 

Ante ello, urge más bien que se adopten acciones a favor de dicho grupo 
poblacional que, en la línea de lo señalado por el Comité de los Derechos del 
Niño, procuren la socialización e integración, especialmente, en el marco de la 
familia, la comunidad, los grupos de jóvenes que se encuentran en condiciones 
similares, la escuela, la formación profesional y el medio laboral, así como 
mediante la acción de organizaciones voluntarias. Sobre todo, debe brindarse 
cuidado y atención especiales a las personas menores de edad que están en 

situación de riesgo, abandonan los estudios o no los completan8, incluidas 
aquellas que están en orfandad debido a las consecuencias de la pandemia por 
el COVID-19.  
 

Cabe mencionar que la experiencia ha demostrado que agravar las 
sanciones no disuade la comisión de infracciones. Por consiguiente, es 
necesario repensar otras formas de prevención de la comisión de delitos, y, de 
ese modo, evitar que se desconozca la orientación personalista del Estado y el 
sistema jurídico, en donde la dignidad es el valor superior que el Estado debe 
proteger. Para ello es pertinente adoptar acciones conforme a lo señalado en el 
primer Objetivo Prioritario de la Política Nacional Multisectorial de Seguridad 
Ciudadana9, consistentes en “incrementar las acciones que propician la 
prevención de delitos y violencias cometidos por los adolescentes y jóvenes que 
afectan a la población”.  
 

Además, es necesario que el Poder Ejecutivo continúe y concrete la 
adopción de la Política Nacional del Adolescente en Riesgo y en Conflicto con la 
Ley Penal10, así como el relanzamiento de la Estrategia Nacional “Puedo Más”, 
con la finalidad de fortalecer la capacidad de intervención a nivel preventivo, de 
atención y reinserción de las y los adolescentes en riesgo y en conflicto con la 
ley penal en los ámbitos nacional, regional y local.  
 

En línea con lo antes mencionado, corresponde que el Poder Ejecutivo a 
través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos brindar un mayor nivel 
de atención y recursos al Programa Nacional de Centros Juveniles a fin pueda 

brindar a los adolescentes privados de libertad entornos seguros y dignos donde 
sea posible reinsertarlos plenamente a la sociedad11. 
 

De acuerdo con lo expuesto y al amparo de lo establecido por el artículo 
162° de la Constitución Política, así como el artículo 26° de la Ley N° 26520, Ley 
Orgánica de la Defensoría del Pueblo, me permito RECOMENDAR a su despacho 
que el Poder Ejecutivo descarte la posibilidad de presentar la propuesta 
legislativa anunciada pues no estaría conforme a los estándares internacionales 
y nacionales de los derechos humanos de la adolescencia, generando 

                                                 
8 Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 10 (2007) Los derechos del niño en la justicia de 
menores. Párrafo 18.  
9 Aprobada por el Decreto Supremo N° 006-2022-IN, publicado el 22 de junio de 2022. 
10 La propuesta de dicha política fue presentada y aprobada en la XIX sesión del Consejo Nacional de Política 
Criminal, realizada el 04 de mayo de 2021. 
11 Cabe destacar que, sobre las obligaciones del Estado con los privados de libertad, se ha pronunciado el 
Tribunal Constitucional a través de la sentencia N° 05436-2014-PHC/TC la cual declaró la existencia de un 

estado de inconstitucionalidad de cosas en el sistema penitenciario. 
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responsabilidad internacional al Estado peruano y, más bien busque adoptar 
otro tipo de medidas para luchar contra la inseguridad ciudadana, 
especialmente mantener un sistema penal diferenciado de los adultos asi como 
adoptar políticas, estrategias y medidas que promuevan la prevención de 
incidencias con relevancia penal cometidas por adolescentes en estricto 
cumplimiento de las obligaciones que el Estado peruano ha asumido al ratificar 
la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 

Sin otro particular, hago propicia la oportunidad para expresarle mi 
especial consideración. 
 

Atentamente, 
 
 

Eliana Revollar Añaños 
Defensora del Pueblo (e) 
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